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INTRODUCCIÓN 

En una mirada a lo que ha sido nuestra histo- 
ria minera. nos encontraremos que ha existido 
una irregular permanencia de sus normas. El ad- 
venimiento de la Independencia nos sorprendió 
con una legislación minera, las Ordenanzas de 
Nueva España o de México, impuesta por la Co- 
rona española a partir de 1785, legitimada por 
los usos y costumbres mineras posteriores y ra- 
tificada en 1833 por el Estado chileno como le- 
yes de la República. Las que tuvieron su prime- 
ra rectificación por la dictación y puesta en 
vigencia el 1857 del Código Civil hasta que sur- 
gió la legislación patria por la dictación de 
nuestro primer Código de Minería en 1874. Es 
decir, tuvimos unas Ordenanzas de Nueva Espa- 
ña vigentes durante 35 años bajo el gobierno 
español y 64 años bajo el Chile independiente, 
es decir, alrededor de cien años como legisla- 
ción minera vigente. Eso da solidez y permanen- 
cia, debido principalmente a la internalización 
que los mineros habían hecho de sus disposicio- 
nes. Transcurrió un breve lapso entre el Código 
de 1874 y Código de Minería de 1888 de solo 
catorce años, luego cuarenta y dos años al Códi- 
go de 1930, que solo duró dos años y, finalmen- 
te, algo más de cincuenta años de vigencia el 
Código de 1932. 

Este último Código, formativo de toda la es- 
tructura de la minería metálica y no metálica, el 
carbón y los hidrocarburos, vio sus bases altera- 
das profundamente en virtud de la reforma cons- 
titucional de 1971, que resultó ser -sorprenden- 
temente- la antesala de la legislación actual, 
cuyo mayor impacto estuvo en la ratificación 
del dominio del minero sobre la concesión mi- 
nera -y no la propiedad sobre el yacimiento- y, 
por supuesto, la nacionalización de las empresas 
de la gran minería del cobre. 

El punto de partida de la legislación que 
ahora comentamos tiene precisamente su base 
en la Constitución Política del Estado de 1980, 
vigente a partir de marzo de 1981, que estable- 
ció los principios fundamentales de la legisla- 
ci6n minera, desarrollados posteriormente por la 

Ley Orgánica sobre Concesiones Mineras en 
enero de 1982 que, naturalmente, dio paso a la 
promulgación del Código de Minería y su Re- 
glamento. Sabemos que entró en vigencia en di- 
ciembre de 1983. 

Desde el punto de vista general debemos 
agregar a la legislación minera: el Tratado Mine- 
ro Chileno-Argentino, el Tratado Antártico sobre 
explotación de riquezas minerales, la ley sobre 
Fuentes Geotérmicas y la Convención del Mar. 

Por ello entonces que nos ha parecido legíti- 
mo reflexionar sobre el Derecho Minero cuando 
estamos próximos a ver cumplidos veinte años 
desde su entrada en vigencia, tomando en consi- 
deración la promulgación -mas no su vigencia- 
de la Ley Orgánica sobre Concesiones Mineras. 

1. BASES DE LA LEGISLACIÓN MINE- 
RA CHILENA 

Podemos sintetizar las bases que esta legis- 
lación ha tenido y tiene en la actualidad, en los 
siguientes puntos: 

1” El dominio del Estado sobre todas las sus- 
tancias minerales, cualquiera sea el lugar en 
que se encuentren. 

2” Amplia concesibilidad de las sustancias mi- 
nerales. 

3” Plena libertad para investigar (catar y ca- 
var) sustancias minerales y adquirir dere- 
chos mineros. 

4’ Las sustancias minerales concesibles solo 
pueden ser exploradas y explotadas por me- 
dio de concesiones mineras judicialmente 
otorgadas. 

5” Las sustancias minerales inconcesibles solo 
pueden ser exploradas o explotadas por el 
Estado, sus empresas, por concesiones admi- 
nistrativas o contratos especiales de opera- 
ción otorgados administrativamente. 

6” Las sustancias que, naturalmente siendo mi- 
nerales, pero que la ley ha declarado que no 
se consideran minerales, son de libre dispo- 
nibilidad conforme el derecho común. 
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7” Obligación del cumplimiento de la función 
social por parte del concesionario minero 
que obedece: a) intereses generales de la na- 
ción b) seguridad nacional c) utilidad y salu- 
bridad pública d) la conservación del patri- 
monio ambiental. 

8” La expropiación de la concesión minera solo 
procede si existe pago previo conforme el 
valor presente de la concesión. 

Yo Repulsa a la comunidad en la actividad minera. 
10 Plena libertad contractual. 
II La existencia de un Catastro Nacional de 

Concesiones Mineras con base en coordena- 
das U.T.M. 

En síntesis, debemos dejar establecido que 
para aquellos ya familiarizados con la vetusta 
legislación minera de 1932, constituyó toda una 
revolución de nuestro ordenamiento. 

TI. FORTALEZAS DE LA LEGISLACI6N 
MINERA 

Debemos señalar que, en general, la nueva 
legislación fue exitosa, pero debió subsanar por 
el camino alguno serios inconvenientes que per- 
turbaban al minero y al inversionista, lo que en 
mayor o menor medida fueron objeto de correc- 
ciones posteriores. mediante la dictación de los 
diversos cuerpos legales que vinieron a modifi- 
car esta legislación. 

Cuáles, entonces, podríamos resumir han 
sido sus mayores fortalezas: 

a) Adecuación de ciertas normas en el Código 
de Minería, a saber: la Ley 18.681 de di- 
ciembre de 1987, que introdujo adecuaciones 
al procedimiento de oposición a la solicitud 
de mensura; la Ley 18.941 de febrero de 
1991, que otorgó el auxilio de la fuerza pú- 
blica para efectuar trabajos mineros en caso 
de oposición y modificó el procedimiento de 
oposición a la constitución de la concesión; 
la Ley 18.941 de 1990 que impuso sanción a 
los ingenieros de minas o peritos mensura- 
dores que se superpusieran a concesiones 
mineras constituidas. Entre varias otras mo- 
dificaciones. 

b) La integración con normas complementarias 
como el DL 600 de fomento a la Inversión 
extranjera. 

c) La suscripción de un Tratado Minero con la 
República Argentina. 
Desde 1991 en que se suscribe el Acuerdo de 
Complenrrnrución Económica (ACE 16). se- 
guido del Protocolo No 3 Sobre Cooperación 
e Integración Minera, hasta la firma del Tru- 

tado de Integración y Complementución Mi- 
nrrn entre Chile y Argentina el 29 de di- 
ciembre de 1997. hasta su promulgación 
como ley de la República el año 2000, diver- 
sos Protocolos complementarios han posibi- 
litado que en el futuro puedan llegar a ser 
desarrollados en la frontera importantes pro- 
yectos mineros. 

d) Tratado sobre minería submarina. 
Como sabemos, el 10 de diciembre de 1982, 
en Montego Bay, Jamaica, se aprobó la Con- 
vención de /as Naciones Unidas sobre el De- 
recho del Mar y sus Anexos. 
Posteriormente, con fecha 28 de julio de 
1994 se adoptó en Nueva York, el Acuerdo 
Relativo a la Aplicación de In Parte XI de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar. 
En Chile, esta Convención y el Acuerdo fue- 
ron sometidos al Congreso Nacional, y apro- 
badas por este. 
El Instrumento de ratificación del Gobierno 
de Chile de ambos Tratados Internacionales 
se depositó ante el Secretario General de las 
Naciones Unidas con fecha 25 de agosto de 
1997. Ambas habían entrado en vigor inter- 
nacional el 16 de noviembre de 1994 y 28 de 
julio de 1996, respectivamente 
Mediante la dictación del Decreto Supremo 
No 1.393 el 28 de agosto de 1997 de Rela- 
ciones Exteriores fue promulgada como ley 
de la República al publicarse en el Diario 
Oficial el 18 de noviembre de 1997. 

e) Sistema de UTM, en la constitución de la 
propiedad. 

f) El catastro minero 
g) Sistema de constitución de la propiedad mi- 

nera confiable 

III. DEBILIDADES QUE PRESENTA LA 
LEGISLACIÓN MINERA 

Sin embargo, el tiempo, ese inasible e in- 
comprensible factor que tiene por virtud mos- 
trarnos nuestros aciertos y deficiencias, indefec- 
tiblemente se ha hecho presente. Ese mismo 
tiempo que ha traído nueva tecnología y desa- 
rrollo, nos reclama constantemente renovacio- 
nes y adecuaciones. 

Ello nos lleva a enunciar los defectos, limi- 
taciones y falta de adecuación que la sociedad, 
de alguna manera, manifiesta y reclama de nues- 
tra legislaci6n minera. 

Nos ha parecido legítimo dar esta mirada 
retrospectiva, observar sus fortalezas y debili- 
dades y ver cómo esta legislación se comporta 
frente a los embates de los requerimientos que 



el desarrollo impone. Ello no\ ha permitido 
observar: 

a) Falta de integración con la normativa am- 
biental. 
La irrupción de las disposiciones ambienta- 
les, insinuadas muy generalmente en la 
Constitución Política de 198 1, pero que no 
fueron tributarias -como consideramos que 
era necesario- de una Ley Orgánica Consti- 
tucional. ha significado que dichas normas 
ambientales se contradigan con la normativa 
minera. Tanto es así que la estricta ejecución 
de una deja. necesariamente, a la otra sin 
aplicación. Ejemplo de ello lo encontramos 
con los requerimientos ambientales para la 
exploración. Estas normas ambientales debe- 
rían estar contempladas o citadas, al menos, 
en los permisos a que se refiere el artículo 
15 del Código de Minería. 

b) Concesiones mineras diversas. 
Constituye esta una larga discusión: iEs ne- 
cesario tener una concesión para explorar y 
otra que permita, además explotar‘? Parecie- 
ra que dos concesiones diferentes, con pro- 
cedimientos, plazos y obligaciones distintas, 
trae aparejada una serie de confusiones y 
probablemente aspirar a una concesión única 
resulte una solución adecuada. 

c) Adecuar la jurisdicción de los tribunales, 
Sabemos que la adecuación de la jurisdic- 
ción de los tribunales de justicia a la organi- 
zación administrativa del país. ha dejado a 
los tribunales sin jurisdicción en zonas marí- 
timas, en las cuales podría llegar a consti- 
tuirse una concesión (que tuviera acceso por 
túneles desde tierra), por encontrarse fuera 
del territorio de la comuna respectiva. Tal 
constitución adolecería de nulidad de dere- 
cho público. En tal caso, debiera extenderse 
la jurisdicción de los tribunales. 

d) Nuevo concepto de demasías. 
La extensión de la concesión minera hacia la 
costa y las riveras de costas lacustres, ribera- 
nas o marítimas o hacia la cordillera, ameri- 
tan un nuevo concepto de demasía. en cuanto 
esta puede generarse también cuando quede 
encerrada por la línea costera del lago, río o 
mar o por la línea de la frontera. 

e) Plazos excesivos. 
La circunstancia que nuestra actual legisla- 
ción minera haya surgido cuando recién esta- 
ba irrumpiendo la computación, aún alejada 
de todo su desarrollo posterior que, como to- 

dos sabemos ha significado un salto cualitati- 
vo y cuantitativo de la tecnología: programas 
computacionales como Dbase, Atad, etc., la 
manera de hacer planos digitalizados (plot- 
ters), sistemas globales de posicionamiento 
de extraordinaria precisión (GPS), distanció- 
metros electrónicos, la fotografía satelital y 
su interpretación. etc.. han hecho que no solo 
la determinación en terreno de un área de in- 
terés geológico, como su amarre resulte ex- 
traordinariamente más simple que antes. Lo 
mismo ocurre con la operación técnica de 
mensura y con la confección de planos y 
cálculos, así como su revisión a través de pro- 
gramas computacionales, lo que nos permite 
concluir que los plazos para la constitución 
de un título minero resulten excesivos. No es 
posible esperar entre la manifestación y su 
mensura más de ocho meses ni la constitución 
del título casi un año y medio. 
Debemos adecuarnos a los nuevos tiempos, 
posibilitando legalmente la introducción de 
la nueva tecnología y, en su mérito, acortan- 
do los plazos. 

f, Sociedades mineras instrumentales que sir- 
ven de vehículos para litigar en la que sus 
representantes carecen de responsabilidad 
jurídica. 
Las sociedades legales mineras, e incluso so- 
ciedades contractuales mineras, se han cons- 
tituido, en algunas ocasiones, con el solo 
propósito de litigar y evadir la responsabili- 
dad del demandante temerario o del perde- 
dor. Con frecuencia existen demandantes que 
persiguen sorprender con demandas a los mi- 
neros, someterlo a ingentes gastos, a un lar- 
go litigio a sabiendas que no podrán ganar, 
pero permiten ejercer una suerte de extorsión 
al minero, y este, sea para evitar despresti- 
gios a través de la prensa o malograr présta- 
mos que requieren de títulos mineros impo- 
lutos. han debido ceder a ilegítimos 
requerimientos. Muchos han encontrado una 
fuente de enriquecimiento -injusto a todas 
luces- en esto obligando a empresas y em- 
presario a realizar ingentes gastos en la de- 
fensa. Al final. todos sabemos el resultado: 
la demanda es rechazada, el demandante ya 
no existe porque la manifestación o pedi- 
mento de que es dueña la sociedad legal ca- 
ducó y no hay a quien cobrarle gastos y cos- 
tas personales. El resultado: pérdida redonda 
para el minero. En estas circunstancias, de- 
biera modificarse el artículo 180 del Código 
de Minería en cuanto establece que los so- 
cios no son personalmente responsables de 
las obligaciones de la sociedad y exceptuar- 
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los respecto de las costas causadas en juicio 
del que hayan sido parte, incluso, en caso 
que. por cualquier causa, se haya extinguido 
la sociedad y extender esta a los representan- 
tes de la misma. en forma solidaria. 

g) Contrato de avío absolutamente inútil. 
Este contrato, muy eficiente a finales del si- 
glo XIX y probablemente a comienzos de 
XX, constituye una suerte de “fósil” viviente 
en nuestra legislación. Debiéramos ser capa- 
ces de reorientarlo y alivianar su estructura a 
fin de hacerlo útil o eliminarlo derechamente. 

h) Legislar sobre contratos dejoint wnture. 
Continuamente los empresarios y mineros chi- 
lenos debemos enfrentarnos a este tipo de con- 
trato, con una gran cantidad de normas impor- 
tadas, pero de frecuente uso en materia minera. 
Debiéramos darle carta de ciudadanía e intro- 
ducirlo a nuestro quehacer jurídico. Ello evita- 
ría complejas adecuaciones a la legislación 
chilena a fin de resguardar los intereses de 
quienes son parte en él y poder verificar ins- 
cripciones y anotaciones registrales tan necesa- 
rias para la fluidez de este mercado. 

i) Falta de utilización de tecnología más moder- 
na como los GP-S. Ya hemos hecho referen- 
cia a esta tecnología, hoy utilizada en todo 
vehículo de transporte, en el aire, agua y tie- 
rra. Tan necesaria en desiertos, cordilleras y 
bosques. Solo hacer referencia a la casi impo- 
sibilidad de mensurar un área cubierta de ár- 
boles en que la labor de un perito se hace 
poco menos que imposible trazar una línea 
recta por la obstaculización natural que ocu- 
rre, podemos entonces entender el valioso 
aporte que significaría aceptar esta nueva tec- 
nología e incorporarla al procedimiento de 
mensura, división, reposición de hitos y lin- 
deros y a tanta cuanta gestión sea necesaria. 

j) Carencia de disposiciones sobre planes de 
cierre y abandono de faenas mineras. 
Tema que desde hace algunos años se ha 
transformado en un hecho relevante para el 
quehacer minero. Nuevos principios, nuevas 
fases de las etapas mineras se están incorpo- 
rando, ya no imperceptiblemente, sino clara- 
mente en las labores mineras. Hasta reciente- 
mente constituía casi un axioma hablar que en 
la minería existían tres fases: exploración, ex- 
plotación y beneficio. Hoy claramente debe- 
mos agregar el cierre. Pero sabemos que no 
cualquier cierre. sino aquel que se realiza en 
concordancia con los principios ambientales y 
de ingeniería. La minería está asumiendo que 

el costo de explotación de una libra de cobre, 
una onza de oro o de cualquier otro mineral. 
lleva incorporado el costo ambiental. Normas 
que se requieren con urgencia, así como el 
tratamiento tributario que lleva consigo. Hoy. 
el dinero empleado en cierre de una faena mi- 
nera no está considerado gasto para producir 
renta, a menos que vaya asociado a la produc- 
ción. Si no somos capaces de resolver estar 
carencias, corremos el riego de seguir suman- 
do pasivos ambientales. Y en esta materia: al 
cierre debe seguir el abandono, única forma 
jurídica que posibilita que opere el artículo 6” 
del Código de Minería sobre desmontes, es- 
corias y relaves. 

k) El catastro de estacas salitreras. 
Desde los inicios de la legislación que co- 
mentamos, un catastro o registro de toda la 
propiedad minera en Chile fue uno de los 
más importantes desafíos. No podemos ne- 
gar que parte importante de ello se ha conse- 
guido, pero se echa de menos la existencia 
de esta información tratándose de la propie- 
dad salitrera. Sabemos las dificultades que 
allí se dan, la coexistencia de diversas legis- 
laciones y títulos, la ambigiiedad de muchos 
de ellos, hacen en extremos difíciles este co- 
metido, pero es la salida, similar a la minería 
metálica y no metálica, que permitió ordenar 
dicha propiedad. Reduciéndose los conflic- 
tos al mínimo. Eso podrá dar certeza a quie- 
nes se aventuren en las áreas salitreras en 
búsqueda de nuevos descubrimientos. 

1) Una más clara política tributaria. 
Todos conocemos el manto de incertidumbre 
que de tiempo en tiempo se cierne sobre el 
productor minero y que apunta a la tributa- 
ción minera. Todos ello trae aparejado una 
suerte de nerviosismo que no le hace bien a 
la industria. Es claro que toda legislación 
-incluso la tributatia- debe adecuarse a nue- 
vos requerimientos y necesidades. pero, por 
lo mismo, atendida la circunstancia que las 
inversiones mineras son a largo plazo. la es- 
tabilidad requerida mientras se realiza ese 
proyecto parece ser de la esencia. Es decir: 
reglas tributarias claras, estables y que co- 
existan con el desarrollo de las inversiones 
mineras, de modo de sean consustanciales 
con la etapa proyectada. Así, nadie se move- 
rá a sorpresas. 

m) Ausencia de un manejo de las riquezas bási- 
cas (royalry). 
Otro de los temas vinculados al anterior, 
consiste en los royalties que algunos preten- 



den gravar el acceso a las riquezas básicas. 
Nadie, ni la autoridad o el minero pueden 
desconocer la recurrencia del tema. Ha esta- 
do transitando recientemente y con cierta 
frecuencia por el mundo político. Pero no 
menos cierto es que cualquier gravamen a 
este respecto debería importar una reforma 
constitucional, ya que la actual instifuciona- 
lidad jurídica no lo permite. 

n) Inadecuado manejo de la moratoria por am- 
paro. 
Finalmente. debemos señalar que las recu- 
rrentes moratorias otorgadas a los mineros 
morosos en el amparo de sus concesiones, 
si bien ha venido a resolver -en la mayoría 
de los casos- un problema social. no me- 
nos cierto es que ha desnaturalizado la fi- 
nalidad de la patente, desarticulado el ca- 
tastro minero y produciendo confusión al 
explorador, todo lo cual ha resultado en un 
excelente caldo de cultivo para los especu- 
ladores de siempre. Resulta en extremo pe- 
ligroso no saber con la certeza que se re- 
quiere qué áreas del territorio nacional se 
encuentran francas y cuáles están ocupadas 
por concesiones cuyo titular carece de in- 
terés y solo las mantiene porque no impor- 
tan gasto alguno. Nos parece que habrá 

que buscar una mejor fórmula para conci- 
liar todos los intereses en juego. 

CONCLUSIONES: 

Por lo expuesto precedentemente. debemos 
aspirar a ser más eficientes, claros y precisos en 
nuestra legislación. 

Pareciera que resolver algunos de los proble- 
mas enunciados y algunos otros llevará a una 
suerte de cirugía mayor de nuestras normas mi- 
neras que, probablemente, los estamentos invo- 
lucrados no desee enfrentar, pero ello irá signi- 
ficando que los capitales que llegan a nuestro 
país para desarrollar proyectos mineros no quie- 
ran esperar años antes de vislumbrar el retorno 
al que legítimamente esperan. No es que pro- 
pongamos salir a la caza de capitales golondti- 
nas, pero hay que entender que la dinámica ac- 
tual de los negocios dejó de ser la de hace 20 
años. Solo es cuestión de observar la velocidad 
con que los últimos grandes proyectos se han 
desarrollado. 

Consideramos que si deseamos retornar el li- 
derazgo en materia minera debemos dar los pa- 
sos necesarios para adecuar nuestra legislación a 
los desafíos que la tecnología nos ha impuesto y 
que el desarrollo nos reclama. 


